
 
 

SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
 

 DIRECCIÓN GENERAL DE CONTROVERSIAS Y 
SANCIONES EN CONTRATACIONES PÚBLICAS 
 
EXPEDIENTE No. 355/2012 
 
COTEMI, S.A. DE C.V. 
                VS 
COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS 
DE TECATE 
 
RESOLUCIÓN No. 115.5.3156 
 
 

 

México, Distrito Federal, a veintiséis de octubre de dos mil doce.  
 
 
Visto para resolver los autos del expediente al rubro citado, y 
 
 

RESULTANDO 

 

PRIMERO. Por escrito recibido en esta Dirección General el veintinueve de junio de dos 

mil doce, mediante el cual la empresa COTEMI, S.A. DE C.V., por conducto del C. JUAN 

EDUARDO PÉREZ GUTIÉRREZ, promovió inconformidad contra actos de la COMISIÓN 

ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TECATE, derivados de la Licitación Pública 

Nacional número PRODDER-CESPTE-2012-001 LP (LO-902026998-N1-2012), relativa a 

la “Construcción de emisor poniente 2da. Etapa”. 

 

SEGUNDO. Por acuerdo número 115.5.1844 de cuatro de julio de dos mil doce, se tuvo 

por admitida a trámite la inconformidad en cita, por reconocida la personalidad del 

promovente, se requirió a la convocante para que rindiera su informe previo, en el que 

informara el origen, naturaleza y monto de los recursos económicos autorizados para la 

licitación de mérito, datos generales del tercero interesado y estado actual del 

procedimiento (fojas 0052 a 0055). 

 

 

TERCERO. Por proveído número 115.5.1878 de cinco de julio de dos mil doce, se negó 

la suspensión provisional solicitada por la empresa promovente por considerarse que no 

se colmaron íntegramente los requisitos de procedencia para la concesión de la 

suspensión a petición de parte (fojas 0059 a 0063). 
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CUARTO. Por oficio sin número recibido en esta Dirección General el trece de julio de 

dos mil doce, la Directora General de la COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS 

PÚBLICOS DE TECATE, rindió el informe previo que le fue solicitado, mencionando 

entre otros aspectos, lo siguiente (fojas 0067 a 0070):  

  

a) Que el origen de los recursos económicos ejercidos en la licitación controvertida 

son parcialmente federales (50%), ya que derivan del Programa de Devolución de 

Derechos (PRODDER 2012) implementado por la Comisión Nacional del Agua, el 

resto proviene de recursos estatales, según se advierte del oficio BOO.R02.05.1.-

115 de dos de mayo de dos mil doce, suscrito por el Director del Organismo de 

Cuenca, Península de Baja California. 

 

b) El monto económico autorizado para la licitación en cita es por la cantidad de 

$3’860,866.00 (tres millones ochocientos sesenta mil ochocientos sesenta y seis 

pesos 00/100 MN), y que el monto adjudicado fue por la cantidad de $3’647,618.32 

(tres millones seiscientos cuarenta y siete mil seiscientos dieciocho pesos 32/100 

MN). 

 

c) Respecto al estado actual que guarda el procedimiento de contratación que nos 

ocupa, indicó que el contrato se formalizó el veintiocho de junio de dos mil doce 

con el C. HUMBERTO DUARTE SÁNCHEZ. 

 

Así, mediante acuerdo número 115.5.1976 de dieciséis de julio de dos mil doce, se tuvo 

por rendido el informe previo y se le corrió traslado al tercero interesado de la 

inconformidad de mérito. 

 

QUINTO. Por proveído número 115.5.1980 de diecisiete de julio de dos mil doce, se negó 

la suspensión definitiva por considerarse que de otorgarse, se causaría un perjuicio al 

interés social. 

 

SEXTO. Mediante escrito recibido en esta unidad administrativa el diecinueve de julio de 

dos mil doce, la accionante señaló domicilio para oír y recibir notificaciones y autorizó a 

diversas personas para los mismos efectos. 
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SÉPTIMO. Mediante acuerdo número 115.5.2041 de veinticuatro de julio de dos mil doce, 

se requirió a la convocante para que rindiera su informe circunstanciado de hechos y 

remitiera la documentación relativa al procedimiento de contratación que nos ocupa (fojas 

117 a 118). 

 

OCTAVO. Por oficio sin número recibido el seis de agosto de dos mil doce, la convocante 

rindió su informe circunstanciado de hechos y aportó la documentación del procedimiento 

de contratación controvertido, por lo que se tuvo por rendido a través del acuerdo número 

115.5.2159 de siete de agosto siguiente y se dio vista con el mismo al inconforme para 

que, de encontrar hechos novedosos, ejerciera su derecho de ampliar su escrito inicial de 

impugnación, mismo que no ejerció de manera oportuna (fojas 124 a 133). 

 

NOVENO. Por acuerdo número 115.5.2257 de quince de agosto de dos mil doce, se 

admitieron las pruebas ofrecidas por la accionante y por la convocante. Asimismo, se 

concedió término para que el inconforme y la persona tercero adjudicada rindieran sus 

alegatos, sin que ninguna de ellas ejerciera tal derecho de audiencia (fojas 134 a 135). 

 

DÉCIMO. Por escrito recibido en esta Dirección General el dieciséis de agosto de dos mil 

doce, el C. HUMBERTO DUARTE SÁNCHEZ compareció al procedimiento a manifestar 

lo que a su derecho convino; sin embargo, lo hizo de manera extemporánea, según se 

razonó en el acuerdo número 115.5.2271 de veinte de agosto de dos mil doce (fojas 136 

a 142). 

 

DÉCIMO PRIMERO. Por escrito recibido el veintidós de agosto de dos mil doce, la 

empresa accionante amplió sus motivos de inconformidad de manera extemporánea, tal 

como se expuso en el proveído número 115.5.2344 de veintidós de agosto de dos mil 

doce (fojas 143 a 159 y 467). 
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DÉCIMO SEGUNDO. No existiendo diligencia alguna por practicar, ni promoción 

pendiente de acordar, se cerró instrucción el diez de octubre de dos mil doce y se 

turnaron los autos para dictar resolución. 

 
 

CONSIDERANDO 

 
PRIMERO. Competencia. Esta Dirección General de Controversias y Sanciones en 

Contrataciones Públicas es legalmente competente para conocer y resolver la presente 

instancia, en términos de los artículos 26 y 37, fracciones VIII y XVI, de la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal; 83 al 94 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas; 3, Apartado A, fracción XXIII, 62, fracción I, numeral 1, del 

Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, toda vez que corresponde a 

esta Dependencia del Ejecutivo Federal, por conducto de dicha Dirección, recibir, tramitar 

y resolver las inconformidades que formulen los particulares contra actos derivados de los 

procedimientos de contratación pública convocados con cargo total o parcial a fondos 

federales por las entidades federativas y municipios, el Distrito Federal y sus órganos 

político-administrativos. 

 

Supuesto que se actualiza en el caso concreto, en razón de que el cincuenta por ciento 

de los recursos económicos ejercidos en la licitación controvertida son federales 

provenientes del Programa de Devolución de Derechos (PRODDER 2012) implementado 

por la Comisión Nacional del Agua, según se advierte del oficio BOO.R02.05.1.-115 de 

dos de mayo de dos mil doce, suscrito por el Director del Organismo de Cuenca, 

Península de Baja California.   

 

SEGUNDO. Procedencia de la Instancia. El artículo 83, fracción III, de la Ley de Obras 

Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, otorga el derecho a los licitantes para 

impugnar actos del procedimiento de contratación que contravengan las disposiciones 

que rigen las materias objeto de la Ley aludida, entre ellos el fallo, condicionando la 

procedencia de la inconformidad a que se haya presentado propuesta en el concurso 

controvertido. 
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En el caso en particular, la empresa COTEMI, S.A. DE C.V., presentó propuesta como se 

advierte del acta de presentación y apertura de propuestas celebrada el cuatro de junio 

de dos mil doce, por consiguiente, resulta inconcuso que se satisfacen los extremos del 

artículo 65, fracción III, de la Ley de la materia, siendo procedente la vía que se intenta 

por el promovente.  

 

TERCERO. Oportunidad. El plazo para interponer inconformidad en contra del acto de 

presentación y apertura de proposiciones y del fallo, se encuentra regulado en la fracción 

III del artículo 83 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, 

el cual dispone que la inconformidad podrá ser presentada dentro de los seis días hábiles 

siguientes a la celebración de la junta pública en que se dé a conocer el fallo 

controvertido, o bien, de que al licitante se le haya notificado éste cuando no se emita en 

junta pública. 

 

Precisado lo anterior, si la junta pública en que se dio a conocer el fallo del concurso que 

nos ocupa tuvo verificativo el veinticinco de junio de dos mil doce, el término de seis 

días hábiles que establece el artículo 83, fracción III, de la Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas, para inconformarse en contra de dicho acto 

quedó comprendido del veintiséis de junio al tres de julio de dos mil doce, sin contar 

los días treinta de junio y uno de julio por ser inhábiles, por lo que al haberse 

presentado el escrito de inconformidad que nos ocupa el veintinueve de junio de dos mil 

doce, según consta en el sello de recepción que obra en la foja 001 del presente 

expediente. 

 

CUARTO. Legitimación. La instancia es promovida por parte legítima, en virtud de que 

de autos se desprende que el promovente acreditó contar con facultades suficientes de 

representación legal, a través de las copias certificadas del instrumento notarial número 
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veintinueve mil cuatrocientos sesenta, otorgado ante el Notario Público número catorce 

en la Ciudad de Tijuana, Baja California. 

 

QUINTO. Antecedentes. Para mejor comprensión del presente asunto, se relatan los 

siguientes antecedentes: 

 

1. La COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TECATE, 

convocó a la Licitación Pública Nacional número PRODDER-

CESPTE-2012-001 LP (LO-902026998-N1-2012), relativa a la 

“Construcción de emisor poniente 2da. Etapa”. 

 

2. El veinticinco de mayo de dos mil doce, se llevó a cabo la única junta 

de aclaraciones. 

  

3. El cuatro de junio de dos mil doce, se llevó a cabo el acto de 

presentación y apertura de propuestas. 

 

4. Seguido el procedimiento el veinticinco de junio de dos mil doce, se 

emitió el fallo del procedimiento de contratación controvertido. 

 

Las documentales en que obran los antecedentes reseñados forman parte de autos y 

tienen pleno valor probatorio, en términos de los artículos 129, 197 y 202 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia según lo 

dispuesto por el artículo 13 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con 

las Mismas. 

 

SEXTO. Hechos motivo de inconformidad. La empresa accionante plantea como 

motivos de inconformidad los expresados en el escrito de impugnación (foja 001 a 006), 

mismos que no se transcriben por cuestiones de economía procesal, principio recogido 

en el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, sirviendo de apoyo lo 

establecido en la tesis de jurisprudencia que a continuación se cita: 
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“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO 
A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no 
transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados 
en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones 
de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay 
precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo 
tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado 
de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la 
oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime 
pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” 
Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: 
VII, Abril de 1998, Tesis VI. 2º.J/129, Página 599.” 

 

La empresa inconforme hace valer los motivos de disenso siguientes: 

 

a) De manera genérica refiere que el fallo no se encuentra 

debidamente motivado, por lo que vulnera los artículos 

31, fracción XXII, 38, párrafos tercero y cuarto y 39, 

fracción II de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas. 

 

  

b) Que es incorrecta la causal de desechamiento invocada 

en el fallo en cuestión consistente en que en el 

documento 3A relativo a la relación de maquinaria y 

equipo de construcción necesarias para la ejecución de 

los trabajos no presentó la información de acuerdo a lo 

solicitado por el formato de las bases y por tal motivo no 

es posible cruzar la información, ello, en virtud de que sí 

presentó dicha relación de manera adecuada. 
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c) Que en relación al motivo de descalificación consistente 

en que el documento 3B inherente a los documentos que 

acrediten la experiencia y capacidad técnica, no cumple 

con lo solicitado ya que no incluye nombre y teléfono de 

la persona encargada de los trabajos y no fue posible 

solicitar referencias, señala la inconforme que la mayoría 

de los contratos presentados fueron celebrados con la 

Comisión Estatal de Servicios Públicos y de otros 

organismos con los que la convocante tiene relación, por 

lo que era fácil pedir tales referencias, aunado a que los 

contratos exhibidos sí demuestran experiencia. 

 

 
d) Que es contradictoria la causa de desechamiento 

consistente en que respecto al documento 5A relativo al 

análisis del total de los precios unitarios de los conceptos 

de trabajo en el concepto 1126 02 excavación con equipo 

mecánico en zanja en material “c” con uso de explosivo 

y/o equipo necesario, el licitante no incluye los cargos de 

protección civil para el lugar de consumo, del material 

explosivo y tampoco contempla cargos por escolta 

armada para el transporte del material explosivo, estos 

cargos pudieron haberse considerado en los costos 

indirectos, pero tampoco se estimaron en éstos, puesto 

que en ninguna parte de la convocatoria ni en la Ley de la 

materia vienen solicitados. 

 

SÉPTIMO. Materia de controversia. El objeto de estudio se ciñe en determinar sobre la 

legalidad de la actuación de la convocante en el acto de evaluación de propuestas y 

emisión del fallo respectivo. 
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OCTAVO. Análisis de los motivos de inconformidad. Por cuestión de técnica, esta 

unidad administrativa aborda el motivo de disenso identificado con el inciso b) del 

considerando sexto, el cual deviene fundado, al tenor de las siguientes consideraciones: 

 

1. Propuesta no apegada al formato solicitado. 

 

Esgrime la empresa inconforme que es incorrecta la causal de desechamiento invocada 

en el fallo en cuestión consistente en que en el documento 3A relativo a la relación de 

maquinaria y equipo de construcción necesarias para la ejecución de los trabajos no 

presentó la información de acuerdo a lo solicitado por el formato de las bases y por tal 

motivo no es posible cruzar la información, ello, en virtud de que sí presentó dicha 

relación de manera adecuada. 

 

En principio, se torna necesario atender la causa de desechamiento asentada en el acta 

de fallo emitida el veinticinco de junio de dos mil doce, documental pública que goza de 

pleno valor probatorio en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y demás 

aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas. 

 

SIN TEXTO 
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De la documental pública parcialmente inserta, se advierte que la convocante como 

primer causa de descalificación, invocó que en el Documento 3A relativo a la relación de 

maquinaria y equipo de construcción necesarios para la ejecución de los trabajos, la 

empresa ahora inconforme no presentó la información de acuerdo a lo solicitado en el 

formato de las bases, por lo que a juicio de la convocante no es posible cruzar la 

información con el programa correspondiente, sin que precise las causas o razones por 
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las cuales la información no se presentó conforme al formato, ni se expresen las razones 

del por qué no puede cruzarse la información. 

Precisada la primer causal de desechamiento asentada en el fallo que en esta vía se 

impugna, resulta oportuno analizar lo solicitado en el pliego concursal respecto del 

documento 3A. Veamos.  

 

“3. RELACIONES DE CARÁCTER TÉCNICO, PROCEDIMIENTO 
CONSTRUCTIVO Y CURRICULA 
DOCUMENTO 3A Relación de maquinaria y equipo de construcción, necesarios 

para la ejecución de los trabajos, indicando si son de su 
propiedad, arrendados, con opción o sin opción a compra, 
ubicación física, modelo y usos actuales, así como la fecha en 
que se dispondrá de estos insumos en el sitio de los trabajos 
conforme al programa correspondiente; tratándose de 
maquinaria o equipo de construcción arrendado, con o sin 
opción a compra, el licitante deberá presentar carta 
compromiso de arrendamiento y disponibilidad en el caso que 
resulte ganador.” 

 

 

De la trascripción parcial del pliego concursal que nos atañe, visible en la foja 0012 del 

anexo 2/4 que remitió la convocante en su informe circunstanciado, documental pública 

que goza de pleno valor probatorio, en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y 

demás aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 

a la materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas, se advierte que los participantes debían asentar en el 

documento 3A una relación de la maquinaria y equipo de construcción necesario para la 

ejecución de los trabajos, indicando diversa información. 

 

Asimismo, en la foja 0067 del anexo 2/4 supracitado, documental pública que se valora 

en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y demás aplicables del 
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Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia, de 

conformidad con el numeral 13 de la Ley de contratación pública aplicable, la convocante 

facilitó el formato en el que podría verterse la relación de maquinaria y equipo 

correspondiente. 

 

Ahora bien, de la revisión que efectuó esta unidad administrativa a la propuesta técnica de 

la empresa inconforme, en específico, al documento 3A, se advierte que sí cumplió con la 

información que se le requirió en dicho numeral. Veamos.  
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En efecto, de las constancias preinsertas con antelación, se desprende que el documento 

3A cumple cabalmente con lo requerido en el pliego concursal, dado que de cada 

maquinaria y equipo de construcción asentado, se requisitaron los datos relativos a la 

marca y/o modelo, cantidad, disponibilidad, si existe opción o no a compra, la ubicación 

física, uso actual, vida útil y fecha de disposición en el sitio de los trabajos; por tanto, es 

incorrecta la aseveración de la convocante al afirmar en el fallo controvertido que “no 

presenta la información de acuerdo a lo solicitado en el formato de las bases, por este 

motivo no es posible cruzar la información con el programa correspondiente”, puesto que, 

como se ha precisado, la información sí fue presentada en los términos referidos en el 

formato. 

 

Aunado a lo anterior, debe señalarse que en la causa de desechamiento en análisis, 

también se advierte una deficiente motivación, habida cuenta de que si bien se indica que 

en virtud de que la información no fue presentada como se requirió en el formato, no fue 

posible cruzar la información con el programa, no se advierte de manera precisa cuáles 

fueron esas supuestas inconsistencias que no se encuentran acordes con lo solicitado en 

el formato, aunado a que tampoco se especifica la razón por la cual al darse tales 

inconsistencias hacen imposible cruzar la información con el programa, lo que 

indudablemente dejó en estado de indefensión a la empresa accionante al no conocer de 

manera clara y precisa la primer causa de su descalificación. 

 

No es óbice a lo anterior, lo aducido por la convocante al rendir su informe 

circunstanciado en el que expresa que no le fue posible cruzar la información con el 

programa, en virtud de que existen inconsistencias por cuanto hace al tiempo que estaría 

disponible diversa maquinaria en el sitio de los trabajos, ello, en atención a que no le está 

permitido a las convocantes para suplir dicha omisión al rendir su informe circunstanciado 

de hechos. 
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En efecto, diversos criterios del Poder Judicial de la Federación sostienen que 

jurídicamente no está permitido a las áreas convocantes enmendar en sus respectivos 

informes las consideraciones de hecho y de derecho que hubieren omitido al dictar el 

acto impugnado, ya que se dejaría a la accionante en completo estado de indefensión, 

pues se le privaría de la oportunidad de impugnar de manera adecuada razonamientos 

que no conoce y que le causan perjuicio. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis de jurisprudencia No. 307, que es del 

tenor siguiente: 

 

“INFORME JUSTIFICADO. EN EL NO PUEDEN DARSE LOS FUNDAMENTOS 
DEL ACTO, SI NO SE DIERON AL DICTARLO.- No está permitido a las 
autoridades responsables corregir en su informe justificado la violación de la 
garantía constitucional en que hubieren incurrido al no citar en el 
mandamiento o resolución reclamados las disposiciones legales en que 
pudieran fundarse, porque tal manera de proceder priva al afectado de la 
oportunidad de defenderse en forma adecuada.”1 

 
Es igualmente aplicable, la Tesis número 839, emitida por el Primer Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito que a la letra dice: 

 
“DEMANDA FISCAL, CONTESTACIÓN DE LA. EN ELLA NO PUEDEN 
AMPLIARSE NI MEJORARSE LOS FUNDAMENTOS DEL ACTO: Las resoluciones 
de las autoridades fiscales deben estar debidamente fundadas y motivadas, o sea 
que deben referirse a la norma legal en que se fundan y a la hipótesis normativa que 
aplican, pues el artículo 202, inciso b), del Código Fiscal de la Federación anterior 
(228, inciso b), del vigente), establece que es causa de anulación la omisión o 
incumplimiento de las formalidades que legalmente deba revestir la resolución 
impugnada, lo cual, por otra parte, está conforme con las garantías consagradas en 
el artículo 16 constitucional. En consecuencia, en la contestación de la demanda 
fiscal no es lícito ampliar ni mejorar la motivación y fundamentación dadas en la 
resolución impugnada, pues por una parte las resoluciones deben contener su propia 
fundamentación y, por otra, la parte actora no habrá podido conocer los fundamentos 
nuevos o mejorados, al formular su demanda fiscal, lo que la dejaría en estado de 
indefensión, y permitiría a las autoridades motivar y fundar su resolución con 
conocimiento de la manera como, correcta o incorrectamente, se la impugnó en el 
juicio. Y aunque pudiera decirse que la parte actora tiene derecho a ampliar su 
demanda cuando en la contestación a la misma se le dan a conocer los fundamentos 
de la resolución impugnada, lo cual ha sido ya expresamente admitido en el artículo 
184 del Código Fiscal de la Federación vigente, debe considerarse que en todo caso 
se trata de un derecho del que el actor pueda hacer uso, pero sin que esté obligado 
a actuar en esa forma, cuando estime que le resulta procesalmente inconveniente. 
Aunque sí debe aclararse que cuando por falta de motivación o fundamentación 
adecuada, se declare la nulidad de una resolución, sin haber estudiado en cuanto al 
fondo la procedencia del cobro por no haberse expresado la motivación o 
fundamentación, deben dejarse a salvo los derechos que las autoridades puedan 

                                            
1 Apéndice del Semanario Judicial de la Federación, Tomo VI, Materia Común, de 1917-1995. 
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tener para dictar una nueva resolución que satisfaga los requisitos formales 
omitidos.”2 

 

 

En consecuencia, se advierte una contravención al artículo 39, fracción I, de la Ley de 

contratación pública aplicable en correlación con el artículo 3, fracción V, de la Ley 

Federal de procedimiento Administrativo, incurriendo con ello en una indebida motivación 

de la causa de desechamiento en estudio, razón por la cual en términos del artículo 15 de 

la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, lo procedente es 

decretar la nulidad del fallo en cuestión para los efectos que se precisarán en el capítulo 

correspondiente. 

 

2. Contratos exhibidos para acreditar experiencia y capacidad técnica. 

 

Por cuestión de técnica, a continuación se analiza el motivo de disenso sintetizado en el 

inciso c) del considerando sexto de la presente resolución, el cual se estima fundado, al 

tenor de lo que se expondrá enseguida: 

 

Esgrime la empresa accionante que en relación al motivo de descalificación consistente 

en que el documento 3B inherente a los documentos que acrediten la experiencia y 

capacidad técnica, no cumple con lo solicitado ya que no incluye nombre y teléfono de la 

persona encargada de los trabajos y no fue posible solicitar referencias, señala la 

inconforme que la mayoría de los contratos presentados fueron celebrados con la 

Comisión Estatal de Servicios Públicos y de otros organismos con los que la convocante 

tiene relación, por lo que era fácil pedir tales referencias, aunado a que los contratos 

exhibidos sí demuestran experiencia. 

 

En aras de una mejor exposición del tema a dilucidar, en primer término se destaca que 

la convocatoria constituye los términos y condiciones a que habrán de sujetarse los 

                                            
2 Apéndice del Semanario Judicial de la Federación, 1995, Tomo III, Parte TCC, pp. 640. 
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licitantes, y las entidades convocantes tienen el deber de verificar que las propuestas 

presentadas cumplan con todos y cada uno de los requisitos previstos en el pliego 

licitatorio, a efecto de que éstas sean susceptibles de resultar adjudicadas. 

No obstante lo anterior, como excepción a la regla general, el tercer párrafo del artículo 

38 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, prevé que las 

convocantes deberán soslayar aquellos requisitos cuyos incumplimientos no afecten la 

solvencia de la propuesta, esto es, aquellos requisitos intrascendentes que no tengan por 

objeto determinar la solvencia de las propuestas se tendrán por no interpuestos y por 

ende, su incumplimiento no será objeto de desechamiento. 

 

Dicho en otras palabras, las entidades convocantes no deben tomar en consideración 

rigorismos legalistas o textuales al evaluar las propuestas, pues lo que se debe ponderar 

en la evaluación de las propuestas lo es el cumplimiento de aquellos requisitos 

encaminados a determinar la solvencia de la propuestas, es decir, aquellos en los que la 

convocante se pueda apoyar para determinar si la oferta evaluada resulta ser la más 

adecuada y funcional, privilegiando los principios que persiguen los procedimientos de 

contrataciones públicas, a saber, precio, calidad, financiamiento y oportunidad. 

 

En suma, si bien es cierto el artículo 38 de la Ley de contratación pública aplicable, prevé 

la obligación de las convocantes de verificar que las propuestas de los licitantes cumplan 

con todos y cada uno de los requisitos establecidos en el pliego licitatorio, no menos 

cierto es, que en el tercer párrafo del mismo precepto legal, precisa que aquellos 

requisitos que no tengan como objeto determinar la solvencia de la propuesta no serán 

evaluados por la convocante, y por ende, su incumplimiento no dará como consecuencia 

el desechamiento de la propuesta. 

 

El referido precepto legal es del tenor literal siguiente: 

 
“Artículo. 38. 

… 

Las condiciones que tengan como propósito facilitar la presentación de las 
proposiciones y agilizar la conducción de los actos de la licitación, así 
como cualquier otro requisito cuyo incumplimiento, por sí mismo, o 
deficiencia en su contenido no afecte la solvencia de las 
proposiciones, no serán objeto de evaluación, y se tendrán por no 



 
 

SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 

 DIRECCIÓN GENERAL DE CONTROVERSIAS Y 
SANCIONES EN CONTRATACIONES PÚBLICAS 
 
EXPEDIENTE No. 355/2012 
 
RESOLUCIÓN No. 115.5.3156 
 
-19- 

 

establecidas. La inobservancia por parte de los licitantes respecto a 
dichas condiciones o requisitos no será motivo para desechar sus 
proposiciones. 

 
Cuando el área convocante tenga necesidad de solicitar al licitante las 
aclaraciones pertinentes, o aportar información adicional para realizar la 
correcta evaluación de las proposiciones, dicha comunicación se realizará 
según lo indicado por el Reglamento de esta Ley, siempre y cuando no 
implique alteración alguna a la parte técnica o económica de su 
proposición. 
 
…” 

 

Ahora bien, en el fallo que en esta vía se combate se estableció como segundo motivo de 

desechamiento lo siguiente:  

 

“RESULTADO DE LA EVALUACIÓN DE LAS PROPOSICIONES: 
 
I. RELACIÓN DE LICITANTES CUYAS PROPOSICIONES SON INSOLVENTES 
Y QUE EN CONSECUENCIA SE DESECHAN: 
 
1.- En la propuesta presentada por COTEMI, S.A. DE C.V. se observó lo siguiente: 

 

 … 
 

 En el documento No. 3B.- Relación de documentos que acrediten la 
experiencia y capacidad técnica en trabajos similares de obra.- No cumple con 
lo solicitado, no incluye nombre y teléfono de la persona encargada de los trabajos y 
no fue posible solicitar referencias de la empresa. 

 

 …” 

 

De la anterior transcripción parcial del fallo en análisis, documental pública que goza de 

pleno valor probatorio, en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y demás 

aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de contratación pública aplicable, la 

convocatoria del procedimiento concursal que nos atañe, se desprende que la convocante 
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desechó la propuesta de la empresa inconforme, entre otras cuestiones, bajo el 

argumento de que omitió incluir en la relación de documentos encaminados para acreditar 

la experiencia y capacidad técnica, el nombre y teléfono de la persona encargada de los 

trabajos, por lo que, a juicio de la convocante, no fue posible solicitar referencias de la 

empresa.  

 

Al respecto, la convocatoria del concurso de cuenta prescribió lo siguiente: 

 

“3. RELACIONES DE CARÁCTER TÉCNICO, PROCEDIMIENTO 
CONSTRUCTIVO Y CURRICULA 
 
… 
 
DOCUMENTO 3BRelación de documentos que acrediten la experiencia y 

capacidad técnica en trabajos similares de obra, con la 
identificación de las obras realizadas por el licitante y su 
personal en los que sea comprobable su participación, la cual 
deberá anexar: 
Nombre del contratante y número telefónico de la persona 
encargada de los trabajos, con la finalidad de solicitar 
referencias sobre los mismos. 
Descripción de las obras. 
Importes totales, importes ejercidos y/o por ejercer. 
En su caso, fechas previstas para su terminación.” 

 

Asimismo, en el formato que para tal efecto proporcionó la convocante, se indicó que se 

debía anexar la documentación que comprobara por obra la información manifestada. 

 

De lo anterior se sigue que los participantes debían presentar una relación de documentos 

que acreditaran la experiencia y capacidad técnica en trabajos similares al objeto de la 

contratación, identificando las obras realizadas en los que sea comprobable su 

participación, así debían también comprobar por obra la información manifestada. 

 

Por otra parte, de la propuesta técnica de la empresa accionante, en concreto, de los 

contratos que anexó para acreditar su experiencia y capacidad técnica, se advierte la 

siguiente relación, documentales privadas que gozan de valor probatorio, en términos de 

los artículos 133, 197 y 203 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria en términos del artículo 13 de la Ley de contratación pública aplicable: 
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De las anteriores documentales privadas, se advierte que el licitante COTEMI, S.A. DE 

C.V. presentó una relación de setenta y un obras que datan desde 2005 hasta el año en 

curso, sin que ciertamente se advierta el nombre y teléfonos de las personas encargadas 

de los trabajos, esto es, de cada una de las obras. 

 

No obstante lo anterior, aunque aparentemente pudiera haberse acreditado un 

incumplimiento por parte de la empresa accionante al no haber incluido el nombre y 

teléfono de las personas encargadas de los trabajos, lo cierto es que dicha omisión es 

una cuestión que no afecta la solvencia de la propuesta, puesto que la manera idónea 

a través de la cual se acredita la experiencia y la capacidad técnica de quienes participan 

en un procedimiento concursal de obra pública, no es a través de referencias 

personales, toda vez que éste puede resultar un parámetro por demás subjetivo para 

calificar la capacidad técnica y la experiencia de un licitante, ya que la acreditación de 

tales rubros quedaría al arbitrio de una persona que, inclusive por cuestiones ajenas al 

desempeño de la empresa en la ejecución de la obra, podría extender una referencia 

negativa, ello, con independencia de que es poco probable que las empresas 

concursantes cuenten con información actualizada de las personas que supervisaron en 

un momento dado los trabajos ejecutados. 

 

En virtud de lo anterior, se estima que la acreditación y la evaluación de tales rubros por 

parte de la convocante debe llevarse a cabo a través de constancias documentales y 

no a través de referencias que puedan proporcionar personas, más aun cuando existe 

normatividad en la materia que orienta sobre qué documentación resulta propicia para 

acreditar tales atributos de los concursantes. 

 

Se afirma lo anterior, puesto que aun cuando en el procedimiento de contratación de 

mérito, el criterio de evaluación es el binario, resultan aplicables por analogía los 

conceptos o definiciones establecidas en el “Acuerdo por el que se emiten diversos 

lineamientos en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios y de obras públicas 

relacionados con las mismas”, únicamente por cuanto hace a ilustrar sobre diversas 

disposiciones en materia de obra pública, inherentes a la manera en la que se acreditara 
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la capacidad técnica y experiencia de los participantes, en virtud de que se define qué es 

lo que se pretende calificar en los rubros de capacidad del licitante, experiencia y 

especialidad en materia de contratación de obra pública, entre otros, aunado a que 

describe con qué documentación se acreditan; por tanto, al contener dicho Acuerdo la 

orientación supracitada, tales conceptos resultan plenamente aplicables al caso que nos 

ocupa, aun cuando el ordenamiento administrativo en mención es de observancia 

obligatoria para las convocantes cuando el criterio de evaluación es el de puntos y 

porcentajes, ya que de lo que se trata es de garantizarle al Estado las mejores 

condiciones de contratación de obra pública en cuanto a calidad, la cual se traduce, en 

este supuesto, en acreditar de manera efectiva y cierta la experiencia, especialidad y 

capacidad técnica del licitante, sin importar el criterio de evaluación aplicable. 

 

En esta línea argumental, la disposición novena del citado Acuerdo, en su inciso b) 

relativo a capacidad del licitante, el cual se reitera, es para el criterio de puntos y 

porcentajes que no es el utilizado en el procedimiento concursal en cita, mas válidamente 

sirve como referencia, dispone que al solicitar que los concursantes acrediten la 

capacidad técnica, lo que se persigue es allegar a la convocante de los elementos 

necesarios a través de los cuales pueda corroborar los recursos humanos y 

económicos con que cuenta el licitante, que le permita ejecutar la obra en el tiempo 

requerido por la convocante, así, los documentos que ésta puede solicitar para 

cerciorarse de la capacidad técnica son el otorgamiento de garantías de funcionamiento, 

servicios de mantenimiento u operación o cualquier otro aspecto indispensable para que 

el licitante pueda cumplir con las obligaciones previstas en el contrato, así como 

declaraciones fiscales, estados financieros dictaminados o no de los últimos dos ejercicios 

fiscales, etc. 
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Por su parte, de conformidad con el inciso c) de la disposición referida, se prevé que en la 

experiencia lo que se requiere es conocer el tiempo en que el licitante ha ejecutado, 

para cualquier persona, obras de la misma naturaleza de la que es objeto el 

procedimiento de contratación. La acreditación de este rubro podrá realizarse con los 

contratos o cualquier otro documento que, a consideración de la convocante, permita que 

el licitante compruebe que ha ejecutado obras en los términos señalados en los párrafos 

anteriores de este inciso. Para ello, la convocante deberá requerir a los licitantes un 

mínimo de contratos o documentos a presentar, que hayan suscrito o tengan adjudicados 

con anterioridad a la fecha de la convocatoria o invitación. 

 

Del anterior precepto normativo, se advierte que la convocante debe solicitar, para 

acreditar el rubro de experiencia, contratos o cualquier otro documento que permita 

comprobar que el licitante ha ejecutado obras de la misma naturaleza de la que es objeto 

el procedimiento de contratación de que se trate, tomando coma base el tiempo en que 

las ha realizado, lo cual determina el grado de experiencia frente a los demás 

participantes. 

 

Resulta de suma importancia resaltar que la documentación que se solicite en el pliego de 

condiciones para acreditar el rubro de mérito, necesariamente debe otorgar a la 

convocante certeza plena de que se cuenta con la experiencia requerida y dicha 

seguridad no puede tenerse si no es a través de un contrato o documento análogo en el 

que el licitante compruebe que ha ejecutado obras similares a aquélla en la que se 

pretende resultar adjudicado.  

 

En esta línea argumental, es inconcuso que no es a través de referencias que la 

convocante puede allegarse de la certeza suficiente para otorgar puntaje en el rubro de 

experiencia y capacidad técnica. 

 

En las relatadas condiciones, tomando en consideración que las referencias no 

constituyen de manera alguna un parámetro objetivo que acredite la solvencia técnica de 
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una propuesta, es que se concluye que el incumplimiento en que incurrió la empresa 

inconforme al requisito consistente en acompañar a la relación de contratos el nombre y 

número telefónico de la persona encargada de los trabajos, es una cuestión que no afecta 

la solvencia de la propuesta; por tanto, en la especie se advierte una contravención al 

artículo 38, tercer párrafo, de la Ley de contratación pública aplicable, dado que dicha 

omisión no debió ser objeto de evaluación, ni mucho menos motivo para desechar su 

proposición. 

 

No pasa desapercibido para esta autoridad, que la empresa inconforme además de la 

relación de contratos que presentó, también acompañó a su propuesta técnica diversos 

contratos y actas de entrega recepción formal de obra, documentación que, en su 

oportunidad, deberá evaluar la convocante a efecto de acreditar los rubros de capacidad 

técnica y experiencia de la empresa inconforme. 

  

En consecuencia, al haberse acreditado que la actuación de la convocante transgredió el 

artículo 38, tercer párrafo, de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

Mismas, lo conducente es decretar la nulidad del acto impugnado, en términos de lo 

preceptuado por el artículo 15 del mismo ordenamiento legal, para los efectos que se 

precisarán más adelante. 

 

3. Precios unitarios en los conceptos de excavación con equipo mecánico. 

 

Por cuestión de orden, se aborda el motivo de inconformidad narrado en el inciso d) del 

considerando sexto de la presente resolución, el cual es fundado, en virtud de las 

consideraciones siguientes. 
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Aduce la empresa inconforme que es contradictoria la causa de desechamiento 

consistente en que respecto al documento 5A relativo al análisis del total de los precios 

unitarios de los conceptos de trabajo en el concepto 1126 02 excavación con equipo 

mecánico en zanja en material “C” con uso de explosivo y/o equipo necesario, el licitante 

no incluye los cargos de protección civil para el lugar de consumo, del material explosivo y 

tampoco contempla cargos por escolta armada para el transporte del material explosivo, 

estos cargos pudieron haberse considerado en los costos indirectos, pero tampoco se 

estimaron en éstos, puesto que en ninguna parte de la convocatoria ni en la Ley de la 

materia vienen solicitados. 

 

En principio, se torna necesario atender la causa de desechamiento asentada en el acta 

de fallo emitida el veinticinco de junio de dos mil doce, documental pública que goza de 

pleno valor probatorio en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y demás 

aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas. 

 

“RESULTADO DE LA EVALUACIÓN DE LAS PROPOSICIONES: 
 
II. RELACIÓN DE LICITANTES CUYAS PROPOSICIONES SON INSOLVENTES 
Y QUE EN CONSECUENCIA SE DESECHAN: 
 
1.- En la propuesta presentada por COTEMI, S.A. DE C.V. se observó lo siguiente: 

 

 … 

 … 

 En el documento No. 5ª.- Análisis del Total de los precios unitarios de los 
conceptos de trabajo. En el Concepto No. 1126 02 excavación con equipo 
mecánico en zanja en material “C” con uso explosivo y/o equipo necesario… El 
contratista no incluye los cargos de protección civil para el lugar de consumo del 
material explosivo y tampoco contempla los cargos por escolta armada para el 
transporte del material.- estos cargos pudieran haberse considerado en los costos 
indirectos, pero tampoco se estimaron en ellos. 
 
En virtud de lo anterior, se deprende que la propuesta analizada resulta insolventes 
y se desechan con base en el Art. 38 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas, Art. 65, letra A, fracción II, inciso b), Art. 191 del 
Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, 
en consistencia con los puntos no. 10, 11 y 12 del resumen de las bases de 
licitación del procedimiento, que en la parte correspondiente dice: 
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…” 

 

Establecida la causa de desechamiento en análisis y en aras de una mejor exposición del 

tema a dirimir en la presente controversia, es dable atender lo solicitado en el pliego 

concursal respecto del documento 5A. Veamos.  

 

“El “ASPECTO ECONÓMICO”, deberá contener los siguientes documentos: 
5  ANÁLISIS Y RELACIONES 

DOCUMENTO 5A Análisis del total de los precios unitarios de los conceptos de 
trabajo, determinados y estructurados con costos directos, 
indirectos, de financiamiento, cargo por utilidad y cargos 
adicionales, donde se incluirán los materiales a utilizar con sus 
correspondientes consumos y costos, así como los de mano de 
obra, maquinaria y equipo de construcción con sus 
correspondientes rendimientos y costos. 
(Los precios deberán cotizarse sin incluir el Impuesto al Valor 
Agregado I.V.A.).”  

 

De la trascripción parcial del pliego concursal que nos atañe, visible en la foja 0013 del 

anexo 2/4 que remitió la convocante en su informe circunstanciado, documental pública 

que goza de pleno valor probatorio en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y 

demás aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 

a la materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas, se advierte que los participantes debían asentar en el 

documento 5A su análisis, cálculo e integración de los costos unitarios de cada uno de 

los conceptos de trabajo contemplados para llevar a cabo los trabajos inherentes a la 

Construcción de emisor poniente 2da. Etapa. 

 

Asimismo, en el propio pliego concursal se advierte un documento denominado “Normas 

de construcción de sistemas de agua potable y alcantarillado sanitario” para la 

construcción de redes de alcantarillado y emisores, de cuyo apartado 51 relativo a la 

excavación de zanjas, en específico, en su numeral 51-03-5, se prevé lo siguiente: 
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“51-03.5 Cuando la excavación de zanjas se realice en material C, se permitirá el uso 
de explosivos, siempre que no altere el terreno adyacente a las excavaciones y previa 
autorización por escrito de la Unidad Ejecutora. El uso de explosivos estará sujeto 
a las disposiciones contenidas en el inciso 25-03.7.” 
 
Énfasis añadido. 

 

De la anterior transcripción del numeral en comento de convocatoria, documental pública 

que se valora en términos de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, en correlación con los artículos 129, 197, 202 y demás 

aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

materia, de conformidad con el numeral 13 de la Ley de contratación pública aplicable, se 

sigue que el uso de los explosivos en la excavación de zanjas en material C, estaría 

sujeto a las disposiciones contenidas en el inciso 25-03.7; sin embargo, de la revisión que 

efectuó esta unidad administrativa a la convocatoria, se advierte que se omitió incluir 

dicho apartado. 

 

En este sentido, resulta claro que las disposiciones a que se sujetaría el uso de 

explosivos para la excavación de zanjas en material C quedaron indefinidas; por tanto, se 

estima que en los términos y condiciones establecidos en la convocatoria no se 

estableció la obligación a que aluden las disposiciones relativas al uso de explosivos 

entratándose de la excavación de zanjas, que debían contenerse en el inciso 25-03.7; por 

tanto, no podía obligarse a los participantes a que observaran disposiciones para el uso 

de explosivos que la propia convocatoria no previó. 

 

Ahora bien, la empresa inconforme presentó como parte de su propuesta económica el 

análisis del precio unitario del concepto de trabajo 1126 02, en los siguientes términos: 

 

 

 

SIN TEXTO 
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De la documental privada preinserta, que goza de valor probatorio, en términos de los 

artículos 133, 197 y 203 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria en términos del artículo 13 de la Ley de contratación pública aplicable, se 

advierte que el concepto de trabajo consistente en la excavación con equipo mecánico en 

zanja en material tipo “C” se efectuaría a través de uso de explosivos y/o equipo 

necesario, el uso de explosivos se corrobora en el desglose de materiales, habida cuenta 

que se considera la utilización de dinamita, cordón detonante, detonador y mexamon para 

coadyuvar a la excavación prevista en dicho concepto de trabajo, esto es, ciertamente la 

empresa inconforme consideró para la excavación de la zanja de mérito el uso de 

explosivos, precio unitario que fue calculado conforme se solicitó en la convocatoria en el 

documento 5ª; no obstante, no se advierte que la empresa inconforme haya incumplido 

con la obligación de incluir los cargos de protección civil para el lugar de consumo del 

material explosivo y los cargos por escolta armada para el transporte del material, puesto 

que dicha obligación no se estableció en la convocatoria, ni en ningún otro ordenamiento 

normativo de carácter obligatorio. 

 

Ahora bien, no pasa desapercibido para esta autoridad que la convocante en el informe 

circunstanciado que rindió, específicamente sobre el punto en controversia, manifestó lo 

siguiente: 

 
“En cuanto al documento No. 5ª.- (sic) “Análisis del total de los precios unitarios 
de los conceptos de trabajo. Tampoco cumplió con este requisito ya que de 
acuerdo a los artículos 60 y 61 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, 
a partir del 8 de Septiembre del 2011, la Secretaría de la Defensa Nacional, 
estableció la obligatoriedad de contratar los servicios de protección y custodia para 
el traslado, utilización o consumo del material explosivo; servicios prestados por 
empresas debidamente autorizadas por la misma Secretaría, lo que de suyo implica 
que dicho servicio de protección tiene un costo adicional que debió haberse 
considerado en los precios unitarios o bien en los costos indirectos, siendo el caso 
que en la propuesta del inconforme, relacionada con el concepto 112602 
denominado “excavaciones con equipo mecánico para zanja en material “C” 
con uso de explosivo y/o equipo necesario”, no incluye dichos cargos, mismos 
que se consideran de carácter obligatorio porque de no cubrirse no es posible 
cumplir con las medidas de seguridad establecida en el ordenamiento legal 
invocado y con ello la imposibilidad material de realizar los trabajos de excavación 
en material rocoso o tipo “C”.” 

 

Sobre la motivación que dicha convocante proporciona respecto de la causa de 

descalificación en análisis, esta unidad administrativa estima que no le asiste la razón a la 

convocante, por lo que a continuación se expone: 
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La Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos en vigor, dispone en sus artículos 60 y 

61, lo siguiente: 

 

“Artículo 60.- Los permisos generales para cualesquiera de las actividades 
reguladas en este título, incluyen la autorización para el transporte dentro del 
territorio nacional, de las armas, objetos y materiales que amparen, pero sus 
tenedores deberán sujetarse a las leyes, reglamentos y disposiciones relativos. 

 
Artículo 61.- La transportación que se derive de permisos concedidos por la 
Secretaría de la Defensa Nacional a personas o negociaciones, para realizar 
alguna o algunas de las actividades señaladas en este título, deberá ajustarse a 
las medidas de seguridad que se precisen en los permisos.” 

 
 

Los dispositivos legales en comento, se refieren a los permisos generales que otorga la 

Secretaría de la Defensa Nacional a aquellas personas o empresas que se dediquen, 

entre otras actividades relacionadas, a transportar dentro del territorio nacional armas, 

objetos y materiales amparados en los permisos referidos, es decir, se trata de las 

autorizaciones generales que se otorgan a los permisionarios de dichas actividades 

reguladas en dicho título, esto es, fabricación, comercio, importación, exportación y 

actividades conexas, tales como transporte, almacenamiento, control y vigilancia (Título 

tercero de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos en vigor), sin que de dichos 

preceptos legales se desprenda la obligatoriedad por parte de los oferentes del 

procedimiento concursal que nos atañe de contratar los servicios de protección para el 

traslado, utilización o consumo del material explosivo, como lo aduce la convocante. 

 

En virtud de lo anterior, con fundamento en el artículo 79 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia por disposición expresa del 

artículo 13 de la Ley de contratación pública aplicable, que prescribe que: 
 

“Artículo 79. Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquier 
persona, sea parte o tercero, y de cualquiera cosa o documento, ya sea que 
pertenezcan a las partes o a un tercero, sin más limitaciones que las de que las 
pruebas estén reconocidas por la ley y tengan relación inmediata con los hechos 
controvertidos. 
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Los tribunales no tienen límites temporales para ordenar la aportación de las 
pruebas que juzguen indispensables para formar su convicción respecto del 
contenido de la Litis, ni rigen para ellos las limitaciones y prohibiciones, en 
materia de prueba, establecidas en relación con las partes.” 
 

 

Tomando en consideración que la propia convocante manifestó que a partir del ocho de 

septiembre de dos mil once, se estableció la obligatoriedad de contratar los servicios de 

protección y custodia para el traslado, utilización o consumo de material explosivo, y toda 

vez que al rendir su informe circunstanciado no aportó medio de convicción que 

acreditara el nacimiento de dicha obligación, esta unidad administrativa verificó en el 

Diario Oficial de la Federación la existencia de alguna disposición de carácter general que 

impusiera la obligación en cita que se hubiere publicado en aproximadamente sesenta 

días previos a la fecha en la que supuestamente dicha obligación entró en vigor, sin que 

se encontrara la misma. 

 

Derivado de lo anterior, los días veintisiete y veintiocho de septiembre de dos mil doce, 

esta unidad administrativa se comunicó con el área convocante para solicitarle que 

enviará el documento base de su afirmación, por lo que el veintiocho de septiembre de 

dos mil doce, el C.P. CARLOS RAMOS CAMACHO envió la información solicitada por 

esta resolutora, en los siguientes términos: 
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De las constancias preinsertas con antelación, las cuales gozan de valor probatorio pleno 

al haber sido remitidas por la propia convocante atendiendo a una petición formulada por 

esta unidad administrativa, con fundamento en el artículo 79, 129, 197 y 202 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia por disposición 

expresa del artículo 13 de la Ley de contratación pública aplicable, se advierte que el 

Mayor de Órdenes de la Guarnición Militar Tecate B.C. de la Secretaría de la Defensa 

Nacional comunicó a la empresa Constructora Valencia, S.A. de C.V. con copia de 
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conocimiento a los representantes legales de las diversas Demoliciones Bayrons, S.A. de 

C.V., Explosivos y Proyectos Rivada S. de R.L. de C.V., Deex, S.A. de C.V., Unidad 

Socio-Económica El Piñón CNC.- La Rumorosa, B.C., Rosalio Mario Raúl Garduño 

Garza.- La Rumorosa, B.C. y Guadalupe Sepulveda Espinoza, Tecate, B.C. que por 

instrucciones del Secretario de la Defensa Nacional, se debe contratar los servicios de 

seguridad física (escolta armada o escolta desarmada) requeridos que garanticen la 

seguridad del material regulado por dicha dependencia durante los trayectos de traslado 

de los materiales y sustancias descritos en el oficio de referencia. 

 

Cabe precisar que deberán contratar estos servicios de seguridad física quienes se 

dediquen al transporte y traslado de tales materiales, esto es, a los permisionarios que 

obtienen la autorización a que se refieren los artículos 60 y 61 de la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos en vigor, y no así a quienes requieran la contratación del 

servicio de dicho traslado o transporte, habida cuenta que en términos de los artículos 

aludidos sólo pueden transportar o trasladar material explosivo aquellas personas físicas 

o morales que obtengan el permiso de la Secretaría de la Defensa Nacional; por tanto, 

resultan los obligados directos de contratar los servicios de seguridad física en 

controversia, para cualquier traslado que hagan del material explosivo. 

 

Ahora bien, de la revisión realizada al análisis del precio unitario del concepto de trabajo 

1126 02, relativo a la excavación en zanja en material tipo “C” presentado en la propuesta 

económica de la empresa inconforme, se desprende que ciertamente existen sustancias 

que, conforme al oficio de referencia requieren escolta armada, como lo es el cordón 

detonante, la dinamita (T.N.T. Nitroglicerina) y el detonador que la empresa COTEMI, 

S.A. DE C.V. consignó en su propuesta, habría de utilizar para llevar a cabo la 

excavación de la zanja a través de explosivos en el supuesto de haber resultado 

adjudicada; sin embargo, aun cuando dichos materiales sí se encuentran referidos en el 

comunicado efectuado por el Mayor de Órdenes de la Guarnición Militar Tecate B.C. de la 

Secretaría de la Defensa Nacional, es el caso que dicha disposición no resulta de 
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observancia o cumplimiento obligatorio para la empresa COTEMI, S.A. DE C.V. como 

indebidamente lo afirma la convocante en el informe circunstanciado de hechos. 

 

Se sostiene lo anterior, toda vez que dicha disposición no es una disposición de carácter 

general e impersonal que obligue a todos aquéllos individuos que se ubiquen en ese 

supuesto, sino que se trata únicamente de un oficio dirigido de manera particular a 

determinadas empresas, dentro de las cuales, no se encuentra la empresa ahora 

inconforme. 

 

En efecto, es de explorado derecho que para que una disposición normativa pueda ser 

obligatoria para todos a quienes material y territorialmente se encuentran sujetas a ella, 

es necesario que sea un acto formal y materialmente legislativo (ley), esto es, emitido por 

el Congreso de la Unión, o un acto formalmente ejecutivo y materialmente legislativo 

(reglamentos o decretos), emitido por el Poder Ejecutivo en uso de sus atribuciones 

reglamentarias, en términos del artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; asimismo, tampoco se impone la obligación de mérito a 

través de una circular que, al haber sido publicada en el Diario Oficial de la Federación, sí 

hubiera podido establecer obligaciones a los particulares. 

 

En esta línea argumental, el oficio supracitado no es el instrumento jurídico idóneo a 

través del cual pueda imponerse la obligación a empresa alguna para contratar los 

servicios de seguridad física en el supuesto de que a su vez, deban contratar los 

servicios de transportación de los materiales y/o sustancias a que se refiere en el 

comunicado en estudio, ni siquiera lo podría ser el antecedente que aparece en dicho 

oficio que corresponde a un “Msje. C.E.I. No. 29618 del 6 de septiembre del 2011, girado 

por el C.G. de la 2/a. Z.M.), y mucho menos cuando ni siquiera se hizo del conocimiento 

directo de la empresa COTEMI, S.A. DE C.V., además de que como ya se mencionó, en 

todo caso la obligación de contratar los servicios de protección y custodia para el traslado 

de material explosivo, recae en los permisionarios dedicados a esta actividad. 

 

En virtud de lo anterior, resulta desacertada la aseveración de la convocante al aducir 

que la empresa inconforme “Tampoco cumplió con este requisito ya que de acuerdo a los 

artículos 60 y 61 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, a partir del 8 de 
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Septiembre del 2011, la Secretaría de la Defensa Nacional, estableció la obligatoriedad 

de contratar los servicios de protección y custodia para el traslado, utilización o consumo 

del material explosivo; servicios prestados por empresas debidamente autorizadas por la 

misma Secretaría”.  

 

En las relatadas condiciones, se estima que la convocante está exigiendo al inconforme 

el cumplimiento de un requisito que no fue establecido en la convocatoria, y que tampoco 

emana de algún otro ordenamiento normativo que jurídicamente pueda obligar a la 

empresa COTEMI, S.A. DE C.V. a considerar dentro del análisis del precio unitario del 

concepto de trabajo 1126 02, relativo a la excavación en zanja en material tipo “C”, lo 

relativo a contratar los servicios de protección y custodia para el traslado, utilización o 

consumo del material explosivo, con independencia de que, se reitera, esa obligación se 

encuentra de manera directa a cargo de los permisionarios del transporte de material 

explosivo. 

 

En virtud de las anteriores consideraciones, en términos del artículo 15 de la Ley de 

contratación pública aplicable, lo conducente es decretar la nulidad del fallo impugnado 

para los efectos que de precisarán más adelante. 

 

Por último, esta unidad administrativa se abstiene de pronunciarse respecto al motivo de 

inconformidad sintetizado en el inciso a) del considerando sexto, consistente en que el 

fallo no se encuentra debidamente motivado, por lo que vulnera los artículos 31, fracción 

XXII, 38, párrafos tercero y cuarto y 39, fracción II, de la Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas, en virtud de que con independencia de lo que al 

efecto hubiera determinado esta unidad administrativa, ha quedado acreditada la 

ilegalidad en la que incurrió la convocante al evaluar la propuesta de la empresa 

inconforme, aunado a que esta resolutora se ha ocupado en su totalidad de los tres 

motivos de desechamiento por los cuales la convocante desestimó la propuesta de la 

accionante. 
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Apoyan lo anterior las siguientes jurisprudencias:  

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO 
LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA 
DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU 
SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución 
reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas 
o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, 
la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad 
de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los 
restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución 
reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha 
consideración sustente por sí sola el sentido del fallo3. (Énfasis añadido) 
 
AGRAVIOS EN LA REVISIÓN. LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA 
CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA QUE 
RESULTE SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO, HACE INNECESARIO 
EL ESTUDIO DE LOS RESTANTES Si el Juez de Distrito para sustentar el 
sentido de la resolución constitucional, expresó diversas consideraciones, las 
cuales resultan autónomas o independientes entre sí, y suficientes cada una 
de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los motivos de inconformidad 
tendientes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace 
innecesario el estudio de las restantes, pues su examen en nada variaría el 
sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para 
que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.”4 

 

 

NOVENO. Manifestaciones de la empresa promovente y del tercero interesado. En 

relación al escrito presentado por el C. HUMBERTO DUARTE SÁNCHEZ  de dieciséis de 

agosto de dos mil doce, y al diverso de veintidós de agosto de dos mil doce, presentado 

por la empresa accionante, esta unidad administrativa se abstendrá de emitir 

pronunciamiento alguno, en virtud de que ambos escritos se presentaron fuera del 

término legal concedido para ejercer tal derecho, por tanto el mismo precluyó. 

 

DÉCIMO. Consecuencias de la resolución. Atento al resultado del análisis de la 

problemática y pretensiones deducidas por el inconforme, se decreta la nulidad del fallo 

emitido el veinticinco de junio de dos mil doce, relativo a la Licitación Pública Nacional 

número PRODDER-CESPTE-2012-001 LP (LO-902026998-N1-2012), para la 

“Construcción de emisor poniente 2da. Etapa”, en términos de lo dispuesto en el 

                                            
3 Publicada en la página 1743 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo 2007.  
4 Publicada en la página 2615 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Diciembre 2005. 
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artículo 92, fracción V, de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

Mismas. 
 

 

En consecuencia, debe reponerse el procedimiento de contratación pública de que se 

trata, a partir de la evaluación de las propuestas y fallo de adjudicación, el cual deberá 

ser congruente con lo establecido en la presente resolución; por tanto, el fallo deberá 

sujetarse a las siguientes directrices: 

 

 Dejar insubsistente  el acto impugnado, esto es, el fallo de veinticinco de 

junio de dos mil doce. 

 

 Emita un nuevo fallo, debidamente fundado y motivado, para lo cual deberá 

evaluar de nueva cuenta la propuesta de la empresa inconforme, 

únicamente por lo que hace a los supuestos incumplimientos invocados en 

el fallo que en esta instancia se declaró nulo. Para dicha evaluación deberá  

tomar en consideración lo razonado en la presente resolución, así como los 

requisitos establecidos en el pliego concursal, en la inteligencia de que no 

podrá hacer valer nuevos motivos de desechamiento, ello en razón de que 

al evaluar la propuesta técnico económica en comento, únicamente hizo 

valer los analizados en esta instancia de inconformidad, por lo que esa 

autoridad se encuentra legalmente impedida para invocar nuevos motivos 

de desechamiento, en términos de lo previsto en el artículo 39, fracción I, 

de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.  

  

 La convocante deberá tomar en cuenta, si es el caso, lo dispuesto en los 

artículos 93, último párrafo, de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas y 150 de su Reglamento, en el caso de que 

el contrato recayera en persona distinta a la adjudicada en el fallo que en 
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esta resolución se anula. 

 

 El plazo para emitir el nuevo fallo es de seis días hábiles, contados a partir 

de que sea notificada, en términos artículo 93 de la Ley de la materia, el 

cual deberá ser notificado a todos los licitantes, debiendo remitir a esta 

unidad administrativa las constancias que acrediten tanto la debida 

cumplimentación a la presente resolución, como la notificación a los 

licitantes correspondientes. 

 

 

Por lo antes expuesto, y con fundamento en los artículos 15, primer párrafo y 92, fracción 

V, de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, se: 

 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO. Es fundada la inconformidad promovida por la empresa COTEMI, S.A. DE 

C.V., por conducto de su representante legal el C. Juan Eduardo Pérez Gutiérrez, 

contra actos de la COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TECATE, 

derivados de la Licitación Pública Nacional número PRODDER-CESPTE-2012-001 LP 

(LO-902026998-N1-2012), relativa a la “Construcción de emisor poniente 2da. 

Etapa”. 

 

SEGUNDO. La presente resolución puede ser impugnada por los particulares 

interesados, en términos del artículo 92, último párrafo, de la Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas, a través del recurso de revisión previsto en el 

Título Sexto, Capítulo Primero, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, o 

bien, ante las instancias jurisdiccionales competentes.  
 

 

TERCERO. Notifíquese y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 

definitivamente concluido. 
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Así lo resolvió y firma LIC. FRANCISCO JOSÉ DE LA PORTILLA SORDO, Director 

General de Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas de la Secretaría de la 

Función Pública, ante la presencia de los Licenciados LUIS MIGUEL DOMÍNGUEZ 

LÓPEZ, Director General Adjunto de Inconformidades, y MARTHA ELENA CASTRO 

SOTO, Directora de Inconformidades “D”. 

                                                     

 

                                                                          
 
C. ING. JUAN EDUARDO PÉREZ GUTIÉRREZ.- ADMINISTRADOR ÚNICO DE COTEMI, S.A. DE C.V.- Camino a Nextengo # 196, 
Col. Plenitud, C.P. 02780, Azcapotzalco, México, D.F. Autorizados: José Manuel Román Gómez, Bárbara Pérez Gutiérrez y Rodrigo 
Espinoza Gómez. 
 
C. HUMBERTO DUARTE SÁNCHEZ.- Por rotulón, con fundamento en el artículo 87, fracción II, de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas. 
  
ING. PATRICIA PAMÍREZ PINEDA. TITULAR DE LA COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TECATE.- Misión San 
Francisco S/N, Col Fraccionamiento El Descanso, Municipio Tecate, Baja California, C.P. 21478 Tel. 01 (665) 654 5848. 
 

R O T U L Ó N 
N O T I F I C A C I Ó N 

En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las once horas del veintinueve de octubre de dos 
mil doce, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 87, fracción II, de la Ley de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, 316 y 318 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, se notificó por rotulón al tercero interesado la presente resolución 
115.5.3156, dictada en el expediente No. 355/2012, mismo que se fija en la puerta de acceso a la 
Oficialía de Partes de la Dirección General de Controversias y Sanciones en Contrataciones 
Públicas de la Secretaría de la Función Pública, sita en el segundo piso ala sur, del edificio 
ubicado en Insurgentes Sur 1735, Col. Guadalupe Inn, Delegación Álvaro Obregón, Código Postal 
01020. CONSTE. 
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“En términos de lo previsto en los artículos 13, 14 y 18 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Público Gubernamental, en esta versión 
se suprimió la información considerada como reservada y confidencial en 
concordancia con el ordenamiento citado.” 


